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[ N T R o D u e e ¡ o H 

La Justicia Penal es un hecho que poi· su constante 

reprodLtc:c1ón c,n todos los tiempos, en todo~ los luyares de la 

historia, puede decirse q•.te se presenta como una constante 

tradición en la historia de la humanidad, por lo cual, el hombre 

considerado como 1nvest1do de Lln debet• sagrado, somete sus 

semejantes a la ef1cac1a de un castigo, cuando se ha convertido 

en autor de alg1.'•.n hecho que se considera, .::orno una transgresión 

da los or1ncip1os en que se apoya la ·11da social, ni siempre fue 

igual la torm~ en que este hecho que se presento n1 fue t·e9ul~1do 

por las mismas leyes, 51no que a semejan=~ de la 1dios1ncrasia 

del pueblo; cada nación ha est.ablec:1do un sistema JUridic:o 

acomodado a SLI indole, a sL1s costumbres, a SLl cultura~ -¡ por· eso 

ni todos los pL1eblos h~n cons1de1 .. ado s1empre las m1smas nociones 

con igual pena, ni han seguido el mismo procedimiento, pero 

somete los hechos criminosos a su debida pLm1c1ón. 

En todos los tiempos y 1L1gares, nación a nución, edad a edad~ 

se har. adoptado comti í-'atr1mon10 de la Humanid.3d, los castigos de: 



aquellos hect-.o:; que har. ;;ido "'i::oto;. ;:cmo inft"3.Cc:1on do;l orden 

social, principie awe na :J:·iginado Llni:. ;;erL<:' d~ 1·e~la~ y ur-. 

iumet·o .nayor o mGnor de orec~ptos cong~~r·~dos o pc1· 13 c~stu~ore 

~por la Ley, resultando de ellos que los principios r•elativos al 

castigo del delito es lo que se ha llamado De1·echo Criminal o 

De~echo Penal. segun que se considere el hecho indtvidual de la 

transgr·es1on y que se contiene en la misma. 

El Derecho Cr1m1nal o Penal es oarte de un organismo mayor, 

el derecho y es preciso por lo tanto investi9ar el lugar en que 

este organismo se coloca anali=ándolo en su conjunto con todos 

los preceptos impuestos a los se1·es humanos y en los que se 

encierran todo aQLtel lo que siendo posible en el obrat· humano 

sirva como condicion indispensable para el cumplimiento del 

destino de los hambres. 

El Derecho Penal permite pues, una d1vis1ón según se tengan 

en cuenta los elementos de que se compone a los aspectos en que 

debe ser considerada tradicionalmente, podemos decir que el 

Derecho F'enal se encuentra integrado fundamentalmente por tr·es 

elementos que constituyen sL1 esencia mi:ma a saber, el primero de 

ellos que es el que hace necesar1~ la punición éste es, el 

delito, la trangresión de los dictados qL1e forman el contenida 

po5;itivo del Derecho Fenal; en =>egLindo lugar ~l remedio que la 



Soc:1eo.;id hume.no?. ::;1.1ele pwnet· a aqLiél. esto es la pena :~ l?n ter=er 

lugar el conJunto de medios nec:e5arios para conseguir que el 

el delito resultando emineGte que est.;i te1•c:e1·a par·te a l& qu~ 

¿hora me ref1e~o 1 pre~1samente el obJeto de este e~tt1d10, 

sea, el procedimiento, el p1·oceso, y todos los medios necesar1os 

encannnados a la e:.iecuc1ón '/ aplicac1ón de las penas y mecidas de 

rep-:\rac1ón en favor de la Sociedad, y en contra del tr-ansgresor 

de la norma Jurid1ca penal. 

He considerado a lo largo de m1s estudios Que la Ciencia 

Penal, es una de las materias apasionantes para el estudioso del 

derecho y si bien es cierto he llegado a pensar, que el Cerec:ho 

Fenal se divide en tantas partes cuantos sean sus elementos y por 

el lo e::\ste la doctrina del castigo pun1t1vo comprendiendo esta 

última la del procedimiento penal, que a su ve: se ha dividido en 

doct1·ina del juicio y doctrina de la eJecuc16n pun1t1v~, poi· i~ 

que abrazando los dos aspectos finales que he señalado pretendo 

introducir en este trabajo, una investigación penal tanto desde 

el punto de vista de la doct1·ina como de las Instituciones que 5e 

constituyen en los medios necesarios para la aplicación y 

eJecuc1ón de las penalid~des es por ello, que en el ft·ic anál1sis 

de la norma JLirid1ca procesal que más adelante pretendo llevar a 

efecto, inc:lu:..-o también las consecuencias que el proc:ed1m1ento 

penal de-be:> c.:mclul!" para preparar no sólo el daño social que por 



la transc;,resion ae la Ley resiente la vida en Sociedad e1no en .:1 

daño particular que el llamado ofendido resiente también en forma 

personal en su intQgr1dad fis1ca 1 en la de sus famil1at·e~. en sus 

bienes o derecho:.. 



CAPITULO PRIMERO 

EL PROCESO PENAL 

1. Procedimiento y proceso 
2. Concepto 
._.. El proceso penal; sus fines 
4. Su obJeto 
5. Principios que rigen al proceso penal 
6. Limites del proceso 
7. Formas procesales; acusatorias, inqu1s1torio 
8. Proceso penal moderno 
9. Proceso penal mexicano 



1. ·El Estado, con el fin de c:onservar el orden y la pa: social, 

dicta una set"1e de normas, en las que establece de manera 

abstracta y general, la conducta que deben observar los 

inte9rantes de la sociedad. 

Sin embargo, esas normas serian un noble pero estéril 

esfuer=o, si no fuesen acompanadas de las consecuencias que 

entraña su desobediencia, o sea las sanciones, que se actualizan 

cuando surge la violación de las normas de derecho pogitivo; estas 

sanciones no se pueden imponer de manera arbitraria por el 

Estado, sino que precisa que lo haga observando determinadas 

reglas, es decir que, para que la autoridad estatal pueda 

promover y ase9urat~ su derecho de casti9ar, debe disciplinar su 

intervención, mediante una autolimitación de sus podere6, 

cumpliendo una serie de normas juridicas y reali:ando un conjunto 

de actividades que son las que constituyen el procedimiento. 

Por lo tanto, podemos considerar el procedimiento como el 

conjunto de normas y actividades que re9ulan lo• 

encaminados a apl-icar la ley al caso concreto. 

Fijado lo que es el procedimiento, habremos de decir que éste 

se inicia desde el momento en que el órgano jurisdiccional conoc:e 

un l1ti9io o la autoridad pOlica interviene al tener conocimiento 

de que se ha. cometido un delito, prolongándose h~sta que el 

tt•ibunal dicta sentencia definiendo las relaciones de derecho. 



En el procedimiento se encuentran contenidos los •ctos que 

forman al proceao, siendo la finalidad del primero estructurar el 

•egundo, eatablecer su• formas y fijar la actuación de quienes 

intervienen en sLt desarrollo1 pero al mismo tiempo, existen actos 

que no fot"man parte del proceso, ni constituyen actividades o 

formas para que los tribunales declaren el derecho, pero que no 

por eso dajan de formar parte del procedimiento, llamAndoles 

Rivera Silva actividades paraJurisdiccionales, que al decir el 

citildo autor, ºtiene como teleologia el feliz de15envolvimiento de 

actividad Juri•diccional, y quedan dentro de les 

procedimientoa 11 <1>. 

Tanto al proceso como al procedimiento son un conjunto de 

actea coordi~adoa entre si, conmiatiando la diferencia en que el 

proceso tiene como fin obtener la cosa Juzgada y al procedi~ianto 

tiende a la realización de la norma jurídica, siendo un concepto 

d• mayor ~mplitud1 iQUalm•nte, al proceso solo existe dentro de 

la actividad Jurisdiccional, abarcando también la jurisdicción el 

procedimiento1 por lo dicho podemos afirmar qua el proceso es la 

especie y el proc•dimiento el Qénero. 

Por lo anterior, la• palabras proceso y procedimiento no •• 

deben utilizar como t•rminos sinónimo•, puesto qu• la palabra 

procedimiento ab•rca una idea m~s eHtensa, reaultando que pueda 

axi•tir procedimiento •in proceso, pero en cambio no puede hab•r 

proceso'si no existe procedimiento. 

De lo dicho resulta que, para que el Estado aplique la 

sanción a quien viole una ley, deb~ hacerlo • trav•• de una s•rie 

} 



de actos que constituyen el proceso y que se encuentran 

reglamentados en las leyes del procedimiento. 

Definiendo lo que es proceso, Jaime Guasp, citado por 

P•llares nos dice que e!i "la serie o sucesión de illctos que 

ti•nd•n a la actuación de una protecciOn mediant• la intervención 

de los órganos del Estado instituidos especiillmente par• ellos" 

121. 

2. El fin de estos actos que constituyan el proc•so, •• obtener 
·. 

la aplicación juridicial del derecho y, por consiguiente, la 

satisfacción del interés legalmente tutel•do en •l caso concreto, 

mediante una resolución dictada por •l ór9•no jurisdiccional, por 

lo que en nuestro concepto y de acuerdo con lo ewpu•sto, debemos 

considerar el proceso, como el conjunto de actos, debidillmente 

re9lamentados, realizados por ante los órganos 

jurisdiccionales, con el fin de solucionar el conflicto sometido 

a su consideración. 

A través del proce~o al Estado trata de proteger int•r•ses 

juridicos diversos, siendo entonces necesario que existan 

disc:iplinas procesales diversas. 

3. Cuando se afectan los intereses da la soc:iedad con la 

violación de la ley, surQe el derecho de castigar que ti•ne el 

Estado, el c:ual sólo puede hacer efectivo mediante el estricto 

cumplimiento de las normas procesales. 

Adec1..1ada la conducta al tipo que establec:e la ley penal y en 

virtud de la naturaleza enminentemente pUblica de la relación de 

Derecho Penal que se establece, corresponde exclusivamente al 

B 



Sstado el JLis puniendi, que sólo puede eJarcitar mediante el 

proceso, de acuerdo c:on lo establecido en e1 párrafo segundo del 

articulo 14 de nuestt•a ley fundamental al decir•: Nadie podrá 5er 

p1·1vado de la vida, de la libertad o de su propiedad, posesiones 

o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 

escenciales del procedimiento y conforme a las leyes e::pedidas 

con anterioridad al hecho. En consecuencia y de acuerdo con lo 

anterior, podemos definir el pr-oceso penal como "el conjunto de 

actividades y formas mediante las cuales los Organos competentes 

pr-eestablecidos en la ley, observando ciertos requisitos, 

proveen, Juzgando a la aplicación de la ley penal en cada caso 

concreto, para definir la relación juridico penal concr~ta y, 

eventualmente, las relaciones secundarias cone~:as 11 (3). 

Planteando y definiendo lo que entendemos por proceso penal, 

trataremos lo refer·ente a los fines del mismo, o sea lo que con 

el proceso se persigue. 

Para Franco Sodi 11 el proceso penal tiene dos fine:: uno 

mediato y otro inmediato. El fin mediato del proceso penal es l~ 

defensa que realiza la sociedad contra el delito¡ el fin 

inmediato es hacer posible la aplicación de la ley penal en el 

caso concreto'' (4). 

4. En lo que respecta al objeto del proceso penal, éste se divide 

en princ:ipal y accesorio. El objeto pt·inc:1pal del proceso penal 

es satisfacer· el interés de la so_Fiedad mediante la aplicación de 

las penas establecidas pa1·a el infractor en la norma penal, 

9 



inspirándose esa defensa de la soc1e-dad eri el principio de q1.1e el 

delito produce Lln daño public:o al alterar el orden jLwidico 

existente. En cuanto al obJeto ac.cesor10 del proceso, esto está 

constituido por el resarcimiento del daño, en vit"tud de que todo 

delito además del daño pt.'.1blico que origina, produce un daño 

particular el cual debe 1"'epararse. 

De lo expuesto se desprende que el objeto principal del 

proceso penal es de carácter público, y se9ün Flor1án, citado por 

Gonzále;: Bustamante, está re91do por dos principios:. 

a) "La no disponibilidad del objeto del proceso, que se 

refiere a que las partes no tienen facultades para desviar la 

investigación, ni arreglar el conflicto contencionalmente o 

imponet"le limitaciones al juez para que se arregle el conflicto 

de maner-a diversa a la establecida en la ley. 

b) La inmutabilidad del ob,jeto del proceso, consistente en 

que esteblec:ida la relación de derecho sustantivo en el proceso, 

no puede tener otra solución que la que se le dé en la sentencia" 

5. En cuanto a los principios generales que ri9en al proceso 

penal, encontramos primeramente dos principios que se encuentran 

consignados en el articulo 14 Constítuc:ional. a manera de 

garantias individuales. 

El primero consiste en que: Nadie puede ser sometido a una 

pena si no es c:onden~do en juicio, es decir, que a nadie se le 

puede imponer una sanción si no es mediante un proceso y 

cumpliendo las leyes del procedimiento. 

10 



~l segundo pr1ncip10 se refiere a que: 11 El ju1c10 y la 

sentencia ha de seguirse y pronunciarse ante y por juez 

competente, quien ha de estar legalmente habilitado 1' <6>, o sea 

que no cualquier persona u ógano estatal puede dictar Lma 

resoluciOn judicial, sino que precisa que la ley le conceda esa 

facultad. 

Adem~s, rigen al proceso penal otros princ1p1os: 

El principio de la oficiosidad se refiere a que el Estado tan 

pronto tiene conocimiento de un hecho u omisión tipificado como 

delito, debe proceder de oficio a la captura y castigo del 

responsable, sin esperar que la victima u ofendido del delito 

ocurra ante el tribunal, habiendo una excepción a este p~incipio 

en el caso de los delitos de querella. necesaria, en donde para 

que actúe el órgano jurisdiccional es necesario que acuda el 

ofendido, y el perdón de éste trae consigo el sobreseimiento del 

proceso. 

El, principio de legalidad consiste en que l""euniéndose todos 

los requisitos que establece la ley, se debe proceder· al castigo 

del imputado a través del proceso. 

El principio de la autonomía de las funciones establece que 

las funciones decisorias, persecutorias y defensoras pertenecen a 

sujetos procesales diversos; en algunas legislaciones como la 

nuestra, después de fot"·mulada por el Ministerio Público la 

persecutoria, si es procedente formula la acusatoria. 

El principio de la igualdad~de las partes se refiere a que 

éstas están en paridad de condiciones dentro del proceso penal, 

11 



pues el tribunal tiene el deber de practicar todas las 

diligencias que promuevan las partes. 

Rigen igualmente los pt•incipios de publicidad y oralidad: 

La publicidad consiste en que todas las diligencias que se 

practiquen serán públicas, es decir, que podrán estar presentes 

en el las todas las personas que lo deseen. A este respecto F<i·...-era 

Silva nos dice que: "El proceso es público popular, cuando se 

desenvuelve ante la mirada de todos; es público mediato, cuando 

pueden estar presentes en los actos que conforman el proceso, 

ciertos grupos de personas, por eJemplo, magistrados, abogados, 

etc:., el proceso es público para las partes, cuando únicamente 

éstas pueden estar presentes en la dili9encia •.• 1
• (7). 

La oralidad es cuando todo el proceso se desarrolla en viva 

vo;:, o sea, a través de la palabra hablada, sin embargo, después 

de cada diligencia se escribe lo actuado pa1·a constancia, y 

ademas, porque seria imposible que el juzgador pudiese retener en 

su memoria todas las diligencias practicadas. 

Rige también en el proceso penal el principio de la 

inmediatividad consistente en que el tribunal debará conocer 

directamente al sujeto en las circunstancias del hecho 

delictuoso, pudiendo obrar de oficio para recabar dichos datos. 

6. Determinado lo que es el proceso penal, asic:omo los principios 

que lo ri9en, señalemos los limites del mismo. 

Para la gran mayoría de los tratadistas, el proceso penal se 

inicia desde el momento en que el Ministerio Público acude ante 

el tribunal ejercitando la acción penal, o sea, desde el auto de 

12 



radicación. Sin embargo, la jurisprudenc:ia de la Supr-ema Corte de 

JLtsticia de la Nac:ión, fundándose en el articulo 10, párrafo 

segundo, de la Constitución politic:a, que dice: ''Todo proceso se 

seguirá for~osamente por el delito o delitos en el auto de formal 

prisión, donde ha establecido que el proceso se inicia con el 

auto de formal prisión; de suerte que las dil1genc1as pt•acticadas 

desde el auto de radicación hasta el auto de fot•mal prisión, 

forman parte del procedimiento, pero no del proceso'' (8). 

En cuanto al momento en que termina el proceso penal, 

nosotros consideramos que finali:a con la resolución que dicta el 

órgano jurisdiccional, aplicando la ley al caso concreto, o sea, 

con la sentencia firme; e~:iste una corriente doctrinaria que 

considera que 11 El proceso penal finaliza hasta la ejecuci~n de la 

sentencia'' (9) 1 opinión de la que disentimos por considerar que 

la ejecución de la sentencia, más bien forma parte del derecho 

penitenciario, además de que ya no es el órgano jurisdiccional 

que dictó la sentencia, el encargado de ejecutarla, sino que es 

el poder ejecutivo a través del órgano señalado al efecto en la 

ley de ejecución de sanciones. 

7. Acerca de las formas que puede adoptar el proceso, varian en 

atención a las condiciones politicas y sociales de un pueblo y al 

desarrollo histórico de las sociedades, resultando por-

consiguiente tres formas fundamentales del proceso: 

a) PROCESO ACUSATORIO. Tiene su origen en Grecia y Roma, 

donde en un principio el dire~tamente ofendido por el delito 

aCLtdia ante el órgano Jurisdiccional para e>:poner en viva vo:: su 

13 



acusación; predom1ndn lo~ p1·inc1p1os de oralidad y publicidad, 

as! como la inmediate: procesal. 

Del análisis real i:ado por MigL1el Fenech, acerca del proceso 

acusatorio, se concluyen las siguientes características de éste: 

"El JUe:: es sOlo un sujeto pasivo q1_1e contempla el debn.te 

entre las partes o sujetos contendientes" <10) por lo tanto, es 

necesario la ewistencia de éstes; de lo anterior se desprende que 

para que el Jue= actüe le debe llevar una acusación para que 

pueda su1~gir la cont1~ovet•sia. 

Por el caracter pasivo de las funciones del Jue:, se deja en 

absoluta libertad a la acusac10n y defensa de las partes, 

resultando con ello la igualdad JUridico-procesal de las mismas. 

Las partes tienen facultades dispotivias formales sobre el 

proceso, y el juez o tribunal sOlo puede resolver dentro de los 

limites de lo alegado por las partes. No obstante y como una 

manera de equilibrar a las ilimitadas facultades de las partes y 

la pasividad del Organo jurisdiccional, éste puede apreciar las 

pruebas libremente segün su intima convicción. 

El juez elegido puede ser recusado, y en atención a que sa 

considera que la amplia intervención de las partes en el proceso 

penal es suficiente garantía, no se concede apelación contra la 

sentencia firme. 

b) PROCESO INQUISITIVO. Aparece en la edad media, siendo 

introducido por la iglesia y los señores feudales, 

c•racterizándose porque predomina el secreto, la escritura y el 

tormento. 

14 



Fenech en su ob1~a págs. 35 y 36 nos e>:presa las 

cat"acterist icas del proceso inquisitivo, resultando las 

siguientes: 

El proceso se inicia de oficio poi· el juez mismo, 

admitiéndose la denuncia anónima, no habiendo por tal motivo 

diversidad de sujetos, tampoco e:tiste el debate. El jue= asume 

las funciones de acusador, defensor y ju=gador del proceso penal. 

Por no haber debate, no t•igen los principios de oralidad y 

publicidad, siendo el proceso del inicio al final secreto y 

escrito. 

No existiendo contradicciones y alegatos de las partes, se 

considera de suma importancia la confesión del imputado, 

empleándose para tal fin el tormen.to y careciendo el incul~ado de 

las facultades pat•a proponer pruebas y hacer alegaciones. 

Rigiendo para las pruebas el sistema de la prueba tasada. 

El juez no es movible ni tampoco puede ser recusado por las 

partes, en virtud de que ya no tiene el carácter de árbitro y, 

por no existir las suficientes garantias para el acusado, la 

sentencia es normalmente apelable. 

c> PROCESO MIXTO. Resulta de la combinación de las dos formas 

de proceso anteriores, afirmando algunos tratadistas que siendo 

sistemas irreconciliables, su combinación resulta funesta pero 

nosotros creemos que no es asi, puesto que se trata de aprovechar 

lo mejot" de cada forma y adaptarlo a la transformación politico­

social actual. 

Las características del sistema mixto es que en el sumario 
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existen algunos de los elementos que ca1·acteri=an al proceso 

inquisitorio como son el ~ec1·eto y la escr·1tura, y para el 

plenario se sigue al acusator10 al e1:1stir los pt·1nc1pios de 

oralidad y publ1c1dad. Respecto a la p1·ueba subsisten los dos 

métodos, tanto la prueba tasada como la apreciada 11bremente por 

el Jue=. 

8. A rai:: de la 1·evoluc:ión francesa y de la declarac1on de los 

derechos del hombre y del ciudadano, su1~ge una nueva concepción 

acerca del procedimiento penal, resultando con ello esenciales 

transformaciones. El proceso penal moderno al decir de Gon:ále:: 

Bustamante, "Hace t"'enacer las magnificencias del proceso penal 

antiguo, después de haberlas depurado y adaptado a las 

transformaciones del derecho, se inspira en las ideas 

democráticas, que sustituyen el viejo concepto del derecho divino 

de los reyes, ·por la soberanla del pueblo'' <11>. 

9. En cuanto al proceso penal mexicano, podemos decir que es un 

sistema mixto. Del proceso acusatorio podemos senalar las 

siguientes carac:teristicas contenidas en nuestro sistema 

procesal: es necesaria la acu5ación por parte del Ministerio 

PUb l ice, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 21 

Constitucional, para que el tribunal pueda juzgar, y por lo tanto 

corresponde de manera exclusiva al Estado, el derecho de acusar; 

existe la igualdad juridico procesal de las partes y rigen los 

principios de oralidad y publicidad; para las pruebas, el código 

de procedimientos penales para el Distrito Federal sigue un 

criterio mixto, al establecer tanto la prueba tasada como la 
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oreciada libremente por el jue:. 

F'or lo que respecta. al JUe:, éste puede ser recusado en los 

casos establecidos en la ley. Acerca de las caracter•isticas del 

sistema 1nqu1s1tor·io adoptadas por· nuest1·a legislación penal, 

sólo podemos sen.alar como tales 7 el que la sentencia sea 

apelable, asi como en algunos casos subsista conjuntamente con la 

prueba libre la prueba tasada. 

Algunos tratadistas tratan de encontrar dentro de nuestro 

sistema procesal, otras formas inquisitoriales, diciendo que los 

actos o diligencias, hechas por si mismo, por el Min1ster10 

Público y la Policía Judicial, son en la gran mayor~ta secretas, 

pero esto en nuestro concepto creemos que se hace con el fin de 

que no haya elementos que perturben la investigación, en virtud 

de que se trata de llegar a la verdad real de los hechos y, s1 se 

dieran a conocer, habria personas interesadas en desvirtuarlos y 

además ºNo puede hablarse propiamente de proceso personal 

judicial, pues este requiere de la intervención for;::osa del 

órgano Jurisdiccional, lo que no sucede en dicho caso" (12>. 
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CAPITULO SEGUNDO 

LAS PARTES EN EL PROCESO PENAL 

1.- Los sujetos procesales 
2.- Concepto de parte en el pro~eso oenal 
~.-Capacidad pt•ocesal 
4.- Partes en el proceso penal 
5~- El Ministerio PLtblico 
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!. Cuando el hecho u om1s10n se tipifica en la norma penal, surge 

una relación Jurid1ca, proponiéndonos en éste capitulo precisar 

entre qué personas existe y como se desen'.uelve la citada 

relación. 

la relación, es importante y necesaria la 

eMistencia y presencia de los suJetos procesales para que dicha 

relación pueda reali::arse plenamente. 

Florian considera que "Los sujetos proce!Sales pueden ser1 

ª' Principales. ¡ 

b) Accesorios'' <1~>. 

Para el cit~do tratadista los suJetos principales son los 

indispensables para que la relación se constituya y desenvuelva; 

los sujetos proces.?\les ¡¡ccesorios son contingentes e intarvienen 

en el proceso, por iniciativa propia o porque son ll•miidos. 

Por• su parte, Man:zin1 dice que son sujetos principales d•l 

proc•so p•n•l 11 Aquellos que con un acto de !IU voluntad, pu•d•n 

determinar directamente el inicio, la suspensión, la 

interrupción, la reanudación, la abreviAciOn o la prolong:actOn 

del,_p.roceso, por consiguiente, nos dice Man:ini, que sólo pueden 

ser sujetos principales del proceso las personas que tienen 

inmediata potestad de jurisdicción, de acusación o de defensa" 

(14) de lo que resulta que son §Ujetos principales: el juez, el 

Min1ste1·io P~blico y el inculpado. 
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En cuanto a. los sujetos accesorios del proceso penal, algunos 

autores les dan también el nombre de orga.nos au>:1l1ares de los 

su.Jetos procesales, siendo su función coadyu·1ar con los su Jetos 

principales en el ejercicio de sus actividades procesales. Asi, 

son 01·9anos au::iliares del Min1stet•io Póblico, su secretario, 

coadyuvante y agentes de la Policia Judicial. Del Jue.:, su 

secretario y not1ficador o actuario' del inculpado. su dE.fensor. 

Respecto al objeto accesorio del proceso penal, podrán se1~ 

órganos auxiliares los representantes legales de la victima y del 

ofendido, asi como los terceros obligados al pago de la 

responsabilidad civil. 

Se reconoce otra categorta de personas que intervienen en el 

proceso cuyo fin es cooperar al desenvolvimiento del mia~o, sin 

convertirse en sujetos p•rtes u Org•nos auxiliar•&, • inclusive 

la relación procesal se desarrolla independi•nt•ment• de su 

intervención. Estas personas a qui•n•s •• les ll•ma t•rc•ros, 

puedan ser interesados y no int•resadoa. Por •Jemplo: en r•lación 

principal es tercero interesado el ofendido por el delito, co~o 

lo es tambi•n •n la r•paración del daño •xigibl• al inculpado, 

••gón nu•stra l•gislaciOn vig•nt•t los t•rc•ros no int•r•aadoa 

son aquellos que hacen un• aport•ciOn de el•m•ntos n•c•••rio• 

para lo;rar la verdad material que •• p•r•iQU• •n •l proceso, 

como sucede con los peritos y teatigos partas formal•• y 

materiales. 

Debatido problema ha sido el ... relativo a la aceptación de las 

partes en el pr·oceso, pues quienes las nieQan dicen quet part•s 
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son la:; personas er.t1·e qu1enes ~stablece un l1t1910, ) estE.· 

s19n1f1ca conflicto de intet·eses, el cual no e;:1st2 en el proceso 

penal, en v11·tud de que el M1n1ster10 Público no pet·~1~ue n1n~ün 

interés part1cul~1· en el conflicto; acerca del imputado dic~n que 

no es parte sino solo un medio de prueba ¡ que en el proceso 

penal no podemos hablar pt·op1~mente de conflicto de intereses, 

sino más bien dE o~in1ones, por lo 1::.:i.nto, de acuerdo con este 

criterio, no e::isten partes en el proceso penal. 

Algunos autores sólo reconocen la calidad de parte al 

inculpado, negándosela al Ministerio Público, pues afirman que el 

acusado tiene que enfrentarse al M1n1ster10 Públ1co y al juez, 

que son dos 1nstituciones, que aún cuando cada uno opera en 

diferente esfet•a de ccmpetenc:1a, los dos se encuentran formando 

parte del poder público, y concluyen afirm~ndo que el proceso 

penal es un proceso de parte única. 

A este re~pecto Man:in1, citado por Guarneri nos dice: '1El 

proceso penal, igual que el proceso de la llamada justicia 

administrativa, es, s1 asi puede decirse, un proceso de parte 

única (imputado>, porque el acusador sólo es parte en sentido 

formal es decir, en cuanto se contrapone el imputado en la 

actividad procesal, siendo un órgano del Estado, imparcial por 

naturaleza, que si bien hace valer una pretensión del Estado 

mismo, se encamina a la actuación del derecho obJetivo, por un 

interés públ1co, superior, y no de parte 11 (151. 

Resultan inaceptables las teorias que niegan la e::istencia de 

pat"tes en el proceso penal, pues como eY.presa Guarneri qui: 



nab1endc o no conflicto e! 01·oce~c ce partes opuestas no sLtfre 

mod1t1cac1ones est1~~1ctu1·ales, pues la lef, ~ún en casos de que 

un solo interes, construye el proceso como 

contradicción de las parte5, para que se muestren en el proceso 

el uno contra el otro. Mas adelante nos d1ce: "Es4..a situación de 

convergencia SLtstanc:ial de intenciones para la actuación de la 

justicia disfrazada de contraposicion de las partes, es 

caracteristica del proceso penal, en que la ley ha creado, frente 

al imputado, un órgano público encargado de ejercer el papel 

de acusador. Este, en efecto, aún desarrollando una función 

análoga a la del jue=, figura procesalmente como el contradictor 

natural del imputado, al efecto de obtener que del art1fic1al y 

contingente contraste brote para el juez la luz de la -..er~dad, 

siendo el jue= el tercero imparcial que está por encima de la 

pelea, esto es, en la mejor disposición para formarse Lln 

convencimiento conforme a verdad" < 16>. 

Frente a la contraposición de las partes se levanta la f 1gur~ 

del Jue::: Que debe conocer y ju=gar de manera imp.r11·c1al y cunfor1:h; 

al procedimiento y formalidades establecidas, pues el abuso de su 

poder trae consigo el recha:::o de la sociedad, diciéndonos 

Guat"neri en su obra, que: "Esta es la ra::on de qL•e se prefiera ~ 

l~s partes para ejercitar el cont1·ol sobre el Jue= del que 

hablamos, pues son las personas más indicadas pat"'a ello, en 

cuanto las más interesadas en las v1scitudes procesales. Por lo 

mismo una de las misiones esenciales del procedimiento es 

estimular hasta el má·:imo la participación activa de las partes, 



lo que se obtiene y~ gar~nti=ando el d~t·~cho de 1nte1·venc1ón 

hasta en los acto;. de meno1- importancio ya asegurando mediante le•. 

obligación de la fundamentación el conocim1en~o del camino lógico 

recorrido por el Jue: para llega1· a la sentencia'', y termina 

diciéndonos que los actos pr·ocesales son real i::ados por la~. 

personas entre quienes establecen la relación JLirid1ca y por lo 

tanto resulta esencial la presencia de las partes para que sea 

posible un proceso prácticamente. 

Por nuestra parte nos adherimos a la opinión que acepta la 

et:istenc1a de las partes en el p1·oceso penal, lo que sucede que 

en razón de las ca1·acte1·isticas del proceso penal, las partes 

ocupan d1ferentes pu51c1ones, defendiendo un interés de cat•ácter 

públ ice, encontrándose necesar1.?.mente en pos1c1ón de 

antagonismo, lo qL1e si sL1c:ede e:::·n el proc:eso c:i·,¡il, donde las 

partes luchan por intereses privados y se enc:Ltentran siempre en 

posición antagónica. 

3. Para construir el concepto de parte dentr·o del proceso penal, 

es necesario atender a la capacidad del ;:.ujeto p1~ocesal para 

serlo, asi como a la capacidad procesal o de obrar en el proceso. 

Florián nos enseñ"a que para ello nos encontramos con dos 

elementos: 

I. La cualidad de sujeto de una de las relaciones juridicas 

de det•echo sustantivo pt·1nctpal o accesorio deducido en el 

proceso, esto es, aquel que inicia o contra el que se in11:1a en 

el proceso penal una relación de derecho sustanti·~·o. 

II. La atribucion al suJeto de que se trata d~ las facultades 



procesales necesarias para hacer valer la 1·elación sustancial. 

El pt•ime1· elemento es de ca1·ácter sustancial, y el segundo 

formal, termina definiendo como pa1·te a ''aquel que deduce en el 

proceso penal o en contra de quien se deduce una relación de 

derecho sustantivo por cuanto está investido de las facultades 

procesales necesarias para hacer valer o respectivamente para 

oponerse y contradecir'' (17>. 

Por su parte, Fenech afirma que: "El concepto de partes en 

sentido material, como sujeto del hecho delictivo que da origen 

al proceso es absolutamente insL1ficiente, en virtud de que 

aceptando esta concepción nos encontrariamos que sólo podt"ian ser 

parte en el proceso penal las mismas personas que intervinieron 

en el hecho delictivo", por lo que debe tomarse el concepto de 

parte en sentido procesal, diciéndonos el cita.do autor, que son 

partes en sentido procesal, "la persona que pide y aquella frente 

a quien se pide al órgano jurisdiccional la actuación de la 

pretención penal y la de resarcimiento en su caso" (18). 

4. Lógicamente se desprende de lo anterior la e}:istenc1a del 

6rgano Jurisdiccional, al cual una parte presenta una acusación 

para su actuación y otra que traida a juicio se defiende de dicha 

acllsación. Por consiguiente, son partes en el proceso penal: el 

Ministerio Público y el inculpado. 

En lo que respecta al defensor, como ya dijimos, es sólo un 

órgano au:dliar del inculpado, a quien presta. SLt asistencia 

.técnica, en vi rtLtd de poseer conocimientos sobre derecho. 

5. Del Ministerio Público podemos decir que es una conquista del 
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de1·echo procesal moderno, pue~ a p~sa1· de 5er una institución 

relativamente m.1eva en los sistemas p1·ocesale:.. t"i;;i. sido ad~ptad,...o 

en las le91slac1ones de la ma~ot• parte de las naciones, 

considerándola ''como una ma9ist1·atu1·a indep~nd1ente quE t1er1e la 

n1isión de velar· pot• el estricto cumplimiento de la ley, y que 

depositaria de los más sa91·ados 1nter·eses de la soc1edad'' <19>. 

Se ha tratado de encont1•ar antecedentes del Ministerio 

Público en magist1•atu1·~s que existieron en las culturas ant19uas, 

como el arconte en G1•ec ia, o el cur1os1 en Roma, o en 

instituciones que hubo en la edad media, resultando imposible y 

aventurado seRalar las anteriores como un antecedente del 

Ministerio Póblico, pues t•ealmente podemos considera1· solamente 

como un antecedente inmediato a éste, las leyes e~:pedidas pot• la 

Asamblea Constituyente al triunfo de la Revoluc1ón Francesa, en 

las que se establecía el sistema de acusación estatal surgiendo a 

partir de entonce$ el Ministerio Público. 

El Ministerio F'Ublico en t1é>:1co tiene sus raigambres 

históricos más prO;:imos en la f'1·amotarla r-1scal qLtE- e::istió en 

España y en nuestro pais durante el virreinato, la cual obraba en 

nombre y representación del monarca para defensa de sus 

inte1~eses. 

Afirma José Angel Ceniceros, citado por Gon=ále: Bustamante 

que tres elementos han concu1·rido a la formación del Ministerio 

PUblico me::icano: ''la Promotoria Fiscal, el Ministerio Públ1co 

francés y un conjunto de elementos genuinamente me::ic:anos" (20>. 

En la Constitución 1857, no se establecio el 
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Publico, aún cuando no e1·a desconoc1cta 16 Institución pa1·6 lo~ 

Const1tt1ycnteG, pe1·0 la op1n1ón gener3l fue, la ae deJa1· en 

absoluta 11be,•tad ~ los c1udad~nos, par·~ Qt•e ellos poi- si m15mos 

eJe1•citat·an la acusación. 

No fLt=- s1nt:1 hasta la Ley de Ji.wado 1869 1 en QLte ose 

e$t.:tblec.1e1·on tres promotorias fiscales, siendo sus funcione$ 

pt•omover todo lo cond\..\cente d la. tnvestigacton de la verdad, 

ac:tu"'mdo como representantes de la paste acusadora y lo$ 

o1end1dos pod1an valerse de el los, para llevar las pruebas al 

proceso, pero cuando no estuvier~ de acuerdo el promoto1• fiscal -.1 

el ofendido, estos últimos podt.o\n solicitar QLte el jue::: rec.1b1era 

las pruebas ba.Jo su respons'°'bilidad. Por lo e>:puesto, la 

inter'/enc lOn del promotor 'f1scal como representante ~e la 

sociedad fue completamente nula. 

Fue hasta la. Ley Orgánica del Min1ste1'10 Público d~ 1903, 

que éste se instituye como una mai;,istratu1~a independiente, 

representando a la sociedad y dependiente del Poder Ejecutivo. 

Queda per'fectamente establecida e~ta Institución a p~rttr de 

la Constitución de 1917, al consagl"ar en su articulo 2lt que la 

per-secL1ción de los delitos incumbe al M1nister10 F'úbltco y a la 

politia Judicial, la cual está baJo su mando. De la que result~ 

que una persona solamente podrá ser acusada por la entidad 

autor1tar1a especial, que es el M1n1ste1·10 Público. teniendo por 

tanto éste, el monopolio de la acusac1on pen~l. 

Rivera Silva sefiala las s19uientes ''caractertsticas del 

actual Ministe1·10 Público: 



a> Constituye un cuerpo orgánico, pues es una entidad 

colect1va, de acuerdo con lo señalado en la Ley Orgánica 

respectiva. 

b) Tiene unidad de mando, pues actúa baje la dirección de un 

Procurador General. 

c> Es una institución dependiente del Poder Ejecutivo. 

d) Representa los intereses de la sociedad. 

a> Es indivisible en sus funciones. 

1> E6 parte en el proceso penal. 

9> Tiene a sus órdenes a la Policia Judicial. 

h) Ti•n• al monopolio de la acción penal. 

i) Es una institución prevista en la ConstituciOn, estando 

por ello obligado& los Estados a establecerla" (21). 

Como ya se ha dicho y está establecido en la Legislación, el 

Ministerio Público es parte en el proceso penal, sin embargo, 

esta punto ha sido muy discutido en la doctrina, no lle9ándose 

todavia a precisar si es parte o sOlo sujeto procesal. 

Para algunos tratadistas como Doménico Tolomei "el Ministerio 

Póblico no es parte en virtud de que estima que para obtener tal 

carácter, es esencial la antítesis de intereses opuestos, y el 

Ministerio Público, tiene el derecho y deber de conseguir tanto 

•l castigo del culpable como la defensa del inocente, por lo que 

no pueda reconocerle el carácter de parte 11 C22). 

Manzini 11 afirma que el Ministerio Público sOlo es parte desde 

el punto de vista formal" (23>, pues su función, como ya 

Apuntamo& en paginas anteriores, es desinteresada y objetiva, 
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tendiendo solamente con su actuación a llegar a la verdad y a la 

JListic:1a. 

La Qran mayoría de procesalistas penales est~n de acuerdo en 

darle el carácter de parte al Ministerio Público. Nuestro 

criterio en este sentido es precisamente que el Minister10 

Público es parte, pero privilegiada, pues en algunos actos que 

reali;:a, por si sólos, crean una situación jurídica, y son actos 

propios de autoridad, como sucede con las conclusiones 

inacusator-ias y el desistimiento de la acción penal; y otros 

actos que por si solos son insuficientes para crear sit1..1aciones 

juridicas, y que precisan de la decisión del jue;: para que se 

cree esta situación; como se podrá apreciar por lo e::puesto, las 

funciones del Ministerio Público tienen un doble aspecto,. como 

autoridad y como parte, pero tampoco creemos que el Ministerio 

Público llegue a actuar arbitrariamente, pues siendo una 

institución que se rige por el principio de la buena fe para su 

actuación, ésta nunca se debe convet"tir en arbi trar1a, pues 

recordemos que el articulo ~1 Constitucional, separa con cl.:1r1dad 

las funciones de acusar y juzgar, y si en esa forma ha sido 

superado el sistema inquisitorio en el que para el jue;: era a s1..1 

vez acusador, tampoco debemos permitir que el Ministe1~io Público 

a su vez se convierta en jue2. 
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1. Cuando la conducta de los individuos c¡ue integran la sociedad, 

no se ajusta al orden juridico vigente, surge la obligación del 

Estado de ju:;:gar dichas conductas, resultando por consiguiente 

pat"a este la función de ju:;:gar, la cual a la vez que es un deber 

implica una facultad pat"a quien la ejercita; pero para que la 

función de juzgar se actualice, es necesario que se demande su 

observancia por medio del ejercicio de la acción, siendo por lo 

tanto ésta el acto que inicia y da vida a la función de juzgar~ 

llevándola hasta su culminación o sea a la concreti:;:ación de la 

ley, 

En cuanto a la definición de la acción, resulta ser un 

pl"'oblema escabroso y dificil·, en virtud de que a cual más de los 

doctrinarios se empeñan en ofrecernos su propio concepto, 

resultando imposible unificar estos criterios en torno a la 

definición de acción, no existiendo a la fecha una que logre la 

aceptación, si no de todos, al menos de la mayoria de los 

estudiosos del derecho, originando esta situación el que 

considere a la acción a través de diversos puntos de vista y 

significados. 

Con motivo de las diferentes posiciones doctrinarias acerca 

del concepto de acción, se le han atribuido a ésta diferentes 

significados, pues par·a algunos es un derecho frente al Estado, 

para otros es una facultad o bien una potestad. Existe otra 
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:orriente doctrinaria. que abandonando pot· completo el concepto 

de acc:ion como un derecho, la considera como un poder ju1·id1co. 

Durante el lmpe1·10 Romano, se consideraba a la acción como un 

derecho que tenia el ciudadano, cuando se violaran st.1s derechos, 

para recurrir ante los tr1bunales con el f 1n de hacer valer su 

pretensión, de mane1·a que la acción en el sentido más amplio se 

entendia como: "Todo recurso a la autoridad judicial para hacet" 

consagrar un derecho desconocido, o sencillamente, la persecución 

de un derecho en justicia" <:?4>. 

Garc:ia Mayne:: concibe la acción: "La facultad de pedir de los 

órganos jurisdiccionales la aplicación de las normas juridicas a 

casos concretos, ya sea con el propósito de esclarecer una 

situación juridica dudosa, ya con el de declarar la e>:istencia de 

una obligación y, en casos necesarios, hacerla efectiva " (2'5). 

En nuest1·0 criterio, la definiciOn ante1·ior establece con 

toda claridad lo que debemos entender por acción, viéndonos en la 

necesidad de prescindir de la e>:posic:ion de las diferentes 

defin1ciones que se han formulado con respecto a la acción, pues 

lo anterior merece un acucioso estudio que nos vemos en la 

imposibilidad de emprender en el presente trabajo. 

Sólo manifestaremos que de los estudios reali::ados por los 

tratadistas, se deduce que la acción es la manera de poner en 

marcha el ejer-cicio de un derecho o sea cuando se pone en 

movimiento al órgano jurisdiccional a efecto de que se aplique la 

norma de derecho objetivo al caso concreto, teniendo en común 

afirma1- todos los conceptos que se "'formulan con respecto a le. 



acc1on, que ésta se n=ice valer para qL1e el ór9ano Ju1·1so1c:c1on.s.l 

actúe. 

-· Si alQLlien con su conducta comete 1..m delito -tipificado en l.:\ 

Ley f'enal, se le debe 2mpane1· las s.:..nc1oru::: e=t¿iblec.:idas, 

mediante un Jt.11cio donde se compt"L•ebe la respf'1rt$ab1 lidad del 

inc:ulpado, 

perseguir 

denomina 

su1·giendo de ahi la obl19ac1ón p.oi.1·a el Est=ida 

el delito y a. su a.L1tor. Esta fL1nc1ón estat21l que 

persecutoria, tiene poi· objeto, como su nombre 

de 

se 

lo 

indica, perseguir los delitos, r'eal1=ándose un conjunto de 

actividades para buscar y reunir los elementos necesarios con el 

fin de que al autor del del1to se le .:ipliquen las sanciones. 

De la función persecutoria, al decit· de Rivera Silva 

''resultan dos clases de actividades: 

a) Actividad investigador~, y 

b) EJerc1c10 de la ac:c1ón penal" c:6J. 

En la. actividad investigadora se reunen todos los elementos 

necesarios par·a compt~obar la. com1s1ón de un delito, realizándose 

una verdadera invest:1gación con el fln de qL1E el órgano 

investi9ado1· tenga elementos suficientes para pedir el cast190 

del presunto responsable por medio del eJerc1c10 de la acción 

penal, deduciéndose la necesidad de que se realice la actividad 

investigadora para que se pueda ejercitar ésta. 

F·ot· con~igu1ente, la acción pen~l consiste en el med10 que ;-, 

través del cual se pide al órgano Jur1sd1cc1onal q1..1e se apl lQLten 

las sanciones al presunto responsable; la acción penal comprenr~t.> 

segl'.tn lo est,::..blece nuest1·a le9isLac1on, C1.demác de la pena, lB 
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reparación del daño, que esta elevada a la cateCJoria de sanción 

pública. 1ormando parte de la sanción pec:uniar1a. 

Nuestra le9islación adopta el criterio de la Escuela Positiva 

Criminal en el sentido de que "la repa1~aci6n del daño oc:.ttsiona.do 

por el delito debe tener el carácter de pena y estar provista de 

iguales medios enérgicos de ejecución de la multa, o ser 

substituida, la insolvencia con prisión o, meJor todavía, con 

trabajos obligatorios en servicio del particular ofendido; por 

otra parte, el Estado se debe constituir en cesionario de los 

derechos de la victima, dando a ésta inmediata sat1sfac:c1ón 

tFioretti >, pues el Estado está obli9ado a 9a.rant1zar la 

seguridad general" <27>. El propósito que persigue el positivismo 

al elevar la reparación a la c:ate9oria de sanción públic:a., 

Q}(igible de oficio por el Ministerio Póblico, es el interés de 

que éste pueda e>:igirla en beneficio del oiendido y lograr \..ina 

verdadera reparación del delito. 

Para que los tribunales apliquen la ley al caso concreto debe 

ponerse en movimiento la maquinaria Judicial a través del 

ejercicio de la acciOn penal, la que al deci.r de Garraud, citado 

por Franco Sodi ''es el recurr1miento a la autoridad judicial, 

hecho en nombre e interés de li' sociedad, para llegar 

c:omprobac:ión de la e::istenc1a del hecho punible, a 

la 

la 

demostración de la culpabilidad de su autor y a la aplicación de 

las penas estdblecidas por la ley" <~B>. 

De lo dicho por Garraud podemos deducir que la ac:cién penal 

es la manera por medio de la cual el Estado ejercita. 



su ore~ens1on pun1ti~a ante la autoridad JUd1c1al, 1·ec:lamandole 

l.:. aplic:ac1on de la Ley F'ena.l; c::omo :1a hemos e::puesto; e::1ste una 

c::orr1ente que considera a la acción penal como un poder jurid1co, 

la que cuenta entre sus pr1nc1pales e>:pos1to1•es a Florián, 

Chiovenda y Massari. 

Flor1án nos d1ce, que para que el órgano jurisdiccional 

se pon9a en movimiento, necesita que se eJercite ante él la 

acción penal, dándole carácter al proceso, iniciándolo 

y llevándolo hasta su meta, y termina definiéndonos la acción 

penal como: 11 El poder juridico de e}:citar y p1·omover la decisión 

del órgano jurisdiccional sobre una determinada relación de 

derecho procesal'' <29> Massari, por su parte, la define diciendo 

que es: "El poder jurídico de activar el proceso con el objeto de 

obtener sobre el derecho deducido una resolución Judicial" (30>. 

Podriamos enunciar otras def1n1ciones al respecto, pero ~nte 

la imposibilidad material, nos contentat"'emos con decir que la 

ac:cion penal es el poder juridico de acudir ante el ól""gano 

jurisdiccional, poniéndolo en movimiento, con el fin de que dicte 

una resolución aplicando la Ley Penal al caso concreto, sobre las 

conductas consideradas como delictivas. 

En cuanto a sus caracteristicas, podemos decir que la acción 

penal constituye un derecha autónomo, diferente al derecho de 

penar que compete al Estado. 

La acción penal es pU.blica en virtud de que pretende la 

realización de un derecho pL1bl1co 1 como lo es la Ley Penal, no 

admitiendo por consiguiente, de acL1erdo con Gon=ále::: Bustamante · 

(31>, criterio$ de conven1enc1a o disposición en cuanto al fin 
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que persigue, ni aun en los delitos de querella necesaria en que 

ésta es sOlo un requisito de procedibilidad. 

En el Det~ec:ho Civil existe pluralidad de acciones, pues para 

cada preten5i0n se hace valer di'fer-ente ac:c:ión, lo que resulta 

inadmisibl• c:on respecto a la acción penal, en vil'·tud de que ésta 

as única, pUR$ no eHist• acc:ión para cada delito, sino que una 

sola envuelve en su conjunto todos los delitos que se hubiesen 

cometido. 

L• individualidad de la acción penal en que se ejercita en 

contra de todos los qua hubiesen partic:ipado en la c:omisi6n de un 

delito, destacandose •ata caracteristica principalmente en los 

delitos de querella necesaria y en algunos delitos patrimoniales 

•J•cutados por ciwrtos parientas, puea en estos caso•, la 

qu•rella formulada por •1 of•ndido, da lugar a la p•r•ecusión de 

todos los que hubiesen participado en la c:omisiOn del delito, y 

•l p•rdOn a favor de cualqui•ra, trae consigo el . perdOn para 

tDClo•. 

La acción penal eR irr•vocable, pues una v•= h•cha valer ant• 

•1 Or;ano jurisdiccional, •l OrQanc que la •jercita no 1• pu•d• 

poner fin como si 1u•r• un d•r•cho propio o d• mAn•ra arbitr•ria, 

sino qu• para ponerle fin a la acciOn •Ole puad• ••r a trav•• de 

la solución que •• l• d• •n la ••nt•ncia. Acerca d• la 

caracteristica •nunciada, Gonz•l•z Bustamante nos die•• "En 

,..wico, ••t• principio no ha sido tnt•Qramente ac•ptado, y aun se 

parte d• la idea, d•f inittvament• liquidada •n otras 

le9islacionas extranjeras, de que la acción penal es un derecho. 
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Se ha p:·etend1dn so:;tener·, c:on :of1s1:1cad?.s .::-.rqLtmer1'tac:1ones 

i9no1·anc:1a de la p1·oblemátu:a del pl"oc:e::;o, qL1e debe reconocer•.:;e 

el des1st1m1ento de la acc1on penal oor· par·te del Min1~te1•10 

Público, y señala como eJemplo qL1e las c:onc:lL1siones 1nacusator1as 

formuladas pot• el ~lin1star10 Público al c:onclu1r la lnst1·ucc1ón 

del procese, constituyen un de51st1miento. 

Mada más e1·róneo: E>l órgano de acusac: iór: no fot"'mula 

conclusiones acusato1•1as al término de la lnstrucc1ón, porque las 

pruebas obtenidas no han sido SLtf1c1entes para poder sostener 

categór1c:amente que una persona determinaoa es r·esponsable del 

delito'' C32). Estamos de acuerdo con el c:itado maestro en 

rec:ha::ar el dE:?s 1 ::;t im1en to de la ac:c i ón penal, en virtud de que 

esto origina una defo1·mac1ón al p1•1nc1p10 de la inmutabilidad del 

obJeto del rJrocc~c. 

Otra carac.ter!<:~t1ca de la acctón penal es que es 

intrascendente, pudiendo solamente aplicarse al infractor la Ley 

f".'en.:d no debtendo alc:an=a1· dlleg~dos y parientes. Sin 

emba1·go 1 nuestra le91slac1ón vigente dentro de la pena considera 

~ la t•epar·ac1ón del ddfio que debe oed1r de oficio el M1n1ster·10 

Público cuando sea e::191ble al 1nculp~do 1 o bien, el directamente 

ofendido cuando sea e::1g1ble a terceros obl 1gados dicha 

1•eparac1ón. lo cual a nLtestrn JU1c10 vulnere, el pr·1ncipio 

e:tpUe'O to, por lo qw~ estamo5 de acue1·do con ello ¡ oue 

habremos de ~bordat· poste1-io1·mente. 

P~ra eJerc1tar ld ac:ctón penal so rj~ben sattsfacet• c1e1·tos 

1·equ1s1tos 1 o sea la~ condic1or1e~ min1mas pa1·a que la acc1on 
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panal p1_1eda promo'.rerse, estando señalados en el ar·'l;ic:ulo 16 

Constituc:ional y consisten: 

~> En la e::istenc1a de un hecho u omision que oefina la Lay 

Fenal como delito, debiendo entenderse que el delito imputado 

parte de un supuesto lOgico. 

bJ Que el hecho se atribuye a una persona fisica, pues no se 

puede Ju:gat• ni enJuiciar a una persona mo1·a1. 

el Que el hecho u omisiOn llegue al conocimiento de la 

autoridad, por medio de la denuncia o la querella. 

d> Que el delito imputado mere;;:ca sanción. 

e) Que la afirmación del denunciante o del quet•ellante esté 

apoyada por declaracion de persona digna de fe, o por ot1·0~ 

elementos 

inculpado. 

que hagan presumir la respon:abilidad del 

Una ve= satisfechas las anteriores condiciones min1mas, :e 

debe proceder al ejercicio de la acción penal, exist1en1o para 

dicho ejerc:ic10 dos principios: 

El de legalidad, qu~ se funda En que 81 M1n1~te1·10 Públ1~ry 

siempre que se enc:uent1·en satisfechos los presupuestos generales. 

debe p1·ocede1• a ejerc1tar la acción penal, c:ualqu1e1•a que sea la 

persona contra quien :e intente. Contr·apuesto a e:te pr1r.c1p10 :;e 

encl1ent1·a el de opo1·tun1dad, que se refiet•e a que el eJercic10 de 

la acción penal sólo puede t·~~li=at•se cL12nao a•I c:onvenq~ a lo~ 

interese~ del Estado. quedando al at·b1t1·10 de este el dec1a1:· 

sobre s~ se debe 1·epr1mi1· date1·m1nada conducta del1ct1va. Por 

nuestra parta. creen1us m~s JL1~to y democ1·at1co el or1nc1p10 de 



legalidad, aceptado por nuestra lei;,islación, pues obliga al 

órgano de acusación indefectiblemente al ejercicio de la acción 

penal, no quedando esta función al arbitrio del grupo politice, 

que en un momento determinado detecte el poder. 

En cuanto a la persecución de los delitos, e>:isten dos 

principios que como los anteriores son contrapuestos, el de 

oficialidad, que se refiere a que por el carácter ptlblico de la 

acción penal el Estado la debe eJerc1tar cuando haya un delito, 

sin esperar el requerimiento del particular, el principio 

dispositivo es cuando la acción se intenta despúes del pedimento 

del particular hecho a través de la demanda o el requerimiento, o 

sea que el Estado no puede actuar de oficio para castigar las 

.conductas delictivas. En Mé:cico rige el principio de oficialidad. 

Hay una e::cepción a los pt"inc1pios de legalidad y oficialidad 

en ciertos delitos en los que para que el Ministerio Público 

pueda ejercitar la acción penal se deben llenar ciertos 

requisitos de procedibilidad, sucediendo la anterior en los 

delitos de querella necesaria, en los cuales el Ministerio 

Público no puede eJercitar la acción penal si no se ha presentado 

previamente la quet~ella y, aün en los casos de que se haya 

iniciado el proceso, si se observa la falta de querella se 

suspende el procedimiento en el estado en que se encuentre e 

igualmente el perdón del ofendido trae consigo el sobreseimiento 

del proceso. 

3. El ejercicio de la acción penal no siempre ha estado 

depositado en manos del poder estatal, asi en Grecia y Roma al 
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~t'lOClPlO e,·1stia el 51S~em~ de acu~ac1on privada. que consistía 

an que el directamente ofendido promovta la acc16n pena1, 

obligandose a continuarl~ y llev~1·1~ hasta su fin; ~l periodo d& 

acu9acion privada, siguió el de la acusación copular, en donde el 

ofendido confiaba a un tercero su derecho cara que este acud1et"·a 

en su nombre ante los tribunales con el iin de qL1e se le hiciet"a 

justicia 1 o bien cualquier persona que SL1piera de un delito podia 

presentar acusación; postet'iormente el Derecho Romano fue 

perfeccionando el sistema de acusación popular, instituyendo 

algunas magistraturas que se encargaban de eJet"'citar l.;, acción 

penal a nombre de los ciudadanos romanos. 

Con motivo de la Revoluc16n Francesa SL\r"t;ie el periodo de la 

acusación estatal, en que se con"fta a un Or9ano del Estado el 

ejercicio de la acción penal, para que éste a nombre del Estado y 

de la sociedad la ejercitara ante los órganos juridiccionales. 

En la a.ctualidad la a.cci6n penal puede set~ ejercitada: 

I. Por la autoridad estatal a través de un 6r9ano especial, 

acusación estatal. 

II. Por cualquier ciudadano acusaciOn popular; este sist•ma 

solo se practica actualmente en Inglaterra. 

El sistema del monopolio del ejercicio de la acciOn penal por 

el E•tado puede estar atemperado: por el concurso de la victima, 

ya sea que la ejercite conjuntamente con el Ministerio Público o 

de manera subsidiaria cuando éste no la ejercite; por el concurso 

de otros ór9anos estatales, que pueden intervenir pidiéndole al 

Ministerio Público Que eJet'cite la ac:c:ion penal, o bien 
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subst1tu;éndolo totalmente, o bien cuando interviene cualau1er 

ciudadano. Francia na establecido en su le9islación que los 

sindicatos pueden eje1•citer• l~ ~cc10n penal cuando se trate de 

delitos que afecten sus intereses. 

4. Nuestra legislación consa9ra el monopolio de la acci6n penal 

por un órgano del Estado, al establecer con claridad en su 

articLllo 21 Constituc1onal que la persecución de los delitos 

incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial la cual 

estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél. 

De lo ei:puesto resulta una garantia de se9uridad Jur·idica 

para el individuo, el cual no puede ser acusado más que por una 

autoridad especial que es el Ministerio ~úblico. Al mismo tiempo 

se desprende que esta garantia que el juez no puede inici,ar el 

proceso de manera oficiosa, sino que es necesario que e::i:ta 

previamente la acusaci6n del Ministerio Público a trav•s de la 

cual pid• a nombre de la sociedad se impongan las penas 

corr•spondi•ntas a los autores del delito. 

La Suprema Corte de Justicia de la NaciOn ha ratificado el 

monopolio del ejercicio de la acciOn penal, al •stabl•c•r en su 

tesis, en el •P~ndice del Tomo XCVII, P•Qina 45, lo si9uiente: 

Del ccnte>:to del articulo 21 de la Con'!5tituci6n se desprende 

que al Ministerio f'úbl ice corre5ponde de modo exclusivo, •l 

ejercicio de la acción penal ante los tribunales sin atendet• a la 

naturaleza del delito; por lo que cuando un proceso se promueve 

por querella necesaria los prec~ptos legales relativos deben 

interpretarse en el sent1do no de que tal quet"·el la se presente 



ante el Jue: de la causa, sino que cebe fot•mula1·s~ anta el 

M1n1ster10 Público, parc!I q1..1e éste pi-eser.te en torm;, SL\ ai:usilC::lón, 

pues la ley al establecer la d1stinc1on entre delito~ Que se 

persi9uen de oficio y los que se cast1go.n a pet1c1on de parte, se 

refiere a lo$ casos en que, at:1n cL\a.ndo el l11n1sterio F·úblico o 

las autoridades ten9 an conoc 1m1 er1to de q\.te se comet i o L1n del l te., 

no puede eJei·cer l,;o. acción penal, sino cuando el ofend1do formule 

ante esta i.nst1tuc:ión, su qu1da. 

El COdi~o de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

establece en st.1 at•tic::ulo se9L1ndo que al Ministerio PUblico 

corresponde el e3erc1cio enclusivo de la acción penal la cual 

tiene poi· objeto: 

t. Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las 

l•yes penales; 

11. Pedir la libertad de los procesa.dos en la forma y 

termines que previene la ley; 

I !l. la reparación del daño en los términos 

especificados en el Código Penal. 

El monopolio de la acción penal encuentra un• excepción 

••t•blecida en la ConstituciOn Politica en 5us articules 1(18, 109 

J 111 al decir qua, cuando el Presidente de la Repüblica comete 

delitos or•v•• d•l orden común, l• C~m•r• de Diputados ejercita 

las funciones de Ministerio Público como 6r9ano de acusación ante 

la Cámara de Senado~es que asume el papel de 

Jurisdiccional. 

Fuera del caso anterior. no existen otras e<~cepciones en 



nuestra legislac:ión, por c:onsiderar que el Jue:;:: poniendo as! como 

la titularidad de la pretensión punitiva pertenecen al Estado, y 

por lo mismo creemos debe ser un órgano público quien eJercite la 

acción correspondiente con el fin de hacerlos efectivos. Puee no 

esi;amos de acuerdo en dejar en manos del ofendido el ejercicio de 

la acc:iOn penal, pues su actuación es siempre interesada y pot• lo 

mismo obstruirla la actuación del órgano jurisdiccional para 

llegar a la verdad real o histórica, impidiendo con ello la 

recta aplicación de la justicia. 

Al mismo tiempo que consideramos adecuado el sistema de la 

aMclusividad de la acción penal por el Ministerio Público 

pensamos que para que su actuaciOn nunca sea caprichosa o se 

ab•tenga si·n razón de ejercitar la a.cción penal, aun cuan.do la 

comisión da un delito imputado • determinado individuo y su 

presunta •• deb• 

consaQrar un medio de control- •Mt•rno d•l ejercicio de la acción 

p•nal por •l Miniat•rio Público. 

Actualm•nta, el único medio de control vigente an nuestras 

l•Y•• •• •1 interno, a trav•• del superior J•r•rquica, •1 cual no 

r•suelv• en nada •l probl•ma, •n virtud que el mismo órQano •& • 

la vez quien controla sus actos, lo que ~o representa ninguna 

garantia para quien reclama el ejercicio de acción penal. 

Euiste la Ley de Responsabi 1 idades, pero quienes estudian e~l 

derecho y tienen cone}:ión con las cuestiones jurldicas e•t•rtln de 

acuerdo con nosotros en que la apl_..icación de l• mencionada ley es 

m~s que punto muerto. 
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CAPITULO CUARTO 

LA REPARACION DEL DAÑO 

1.- La reparación del daño 

2.- Sistema del Código Penal y de Procedimiento6 
Penales para el Distrito Federal 

3.- Otras legislaciones 

46 



l. La c:omisión de un delito trae como consec:uencia un ataque al 

juridico 

produciendo por 

vigente, alarmando 

tanto un da~o público, 

a la colectividad y 

el cual sólo se puede 

reparar por medio de la acción penal, a la que nos referimos en 

el capitulo anterior; pero en algunos delitos, por cierto la 

mayoria, además del dario social que resulta de la c::cmisión de los 

mismos, se produce un daño particular que sólo es posible 

satisfacer a través de la reparación del daño hecho al ofendido, 

que en algunas legislaciones como la nuestra, for"ma parte 

integrante de la pena, cuando es exigible al inculpado. 

En efecto, toda persona que reali=a un acto doloso, ilícito o 

imprudencial, tiene la obligación incondicional e indispensable 

de resarcir a la victima del hecho dañoso o delito acción u 

omisión, por consiguiente la reparación del da'fio es a nuestro 

juicio, la obligación que tiene todo aquel responsable, de 

resarcir a la victima del delito, del daño que se le ha causado. 

El problema relativo a la forma de hacer efectiva dicha 

reparación, ha sido motivo de polémicas y debates sin fin, no 

encontrándose a la fecha una solución adecuada al mismo y que 

satisfaga plenamente el anhelo de justicia que se persigue. 

Entre los principales penalistas que· se ocupan de este 

problema podemcs menc1onar a. Gar.ofalo, citado por Carrancá y. 

TruJillo quien - ~opone la "~ reac:ión de t.tna caja de mL1ltas 
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alimentadt:'. con las qL!e sean pagadas a consecuencia de sentencio:\ 

judicial y con una parte de los salarios de los insolventes 

vagos a quienes se obligara a tt•abaJar; al dictarse auto de 

formal prisión quedara constituida hipoteca sobre los bienes 

inmuebles del procesado, y crédito privilegiado sobre los 

futuros, a fin de c;¡aranti::ar la reparación qL1e se fiJa en la 

sentencia; ésta hará efectivo a los ofendidos; tan pronto como la 

sentencia judicial lo fije, el importe de la reparación que se le 

rec:ono::ca, pasando a ser desde luego cesionaria de sus derechos" 

(33). 

Lo dicho por Garofalo tiene nL1la aplicación, pues en la 

práctica nos enseña que entonces el Estado deja.ria de percibir 

los ingresos fiscales provenientes de las multas, además de que 

las cantidades recaudadas no alcanzarian para cubrir las 

reparaciones que se decretan por" la autoridad judicial, pues aún 

cuando él dice que se inc:luiria el producto del trabajo de los 

reos, debemos considerar que éste es muy escaso, por la sencilla 

razón de qLle las condiciones que privan a los reos y que por lo 

tanto les impiden desarrollar una actividad mas o menos 

remunerativa, en virtud de que las cantidades que perciben como 

salario con dificultad los au::ilian en SLI tarea de sostener a su 

familia que, generalmente también quedan en el desamparo, al 

quedar ellos recluidos, pues aün cuando esta situac1ón en que se 

encuentra el delincuente, no es más que consecuencia de su 

conducta delictiva, como también debemos c:onsidera1· que 

familia sufre esas mismas consecuencias, aunque de manet•u 
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2nd1recto?., y sin M~ber tenido nada que ver en la participación de 

la com1s10n del delito. 

Otros tratadistas proponen que se obligue a los reos a que 

trabajen en la e are el, o bien después de haber obten1dc su 

libertad, para que con el producto del mismo se 1091·e li'i. 

;at1sfa.cc1on completa de la reparac16n del daño, o en su caso 

e:Hq1r la repar·ac16n como condic:i.On pre·11a para obtene1· su 

1 ibertad, ya sea que ésta se conceda por cualquiera de los medios 

autor1:ados de la ley~ 

Por nuestra parte, creemos que para ser efectiva la 

reparación del daño se deben adoptar medidas encaminadas a la 

creación de fondos especialmente constituidos mediante el tril.baJo 

de los presos debida.mente organi::ados, constituyendQ la 

reparación un crédito privilegiado sobre los futuros, además que 

el importe de dicha. reparación se podria hacer efectivo por el 

responsable, en forma periódica a quien tenga derecho a ella, 

resolviéndose de esa manera, y al mismo tiempo, el problema de la 

in"Solvenc1a del reo y la sitL1ación del desamparo en que qL1eda el 

ofendido. 

Pues considero como una necesidad urQente, que la ley ase9ure 

cuando sea posible, la repari'.ción del daño ir-du=tamente causado 

por una actitud delictuosa, y que los medios para obtenerla deben 

ser precisos asi corno diversos pero enc&m1nados a obligar al 

inculpado a que repare el daño ta.usado e 1nclLls1ve, conced1éndale 

un privilegio a los intereses del dañado f1·ente a los del Estadc. 

De acuerdo con lo ó!spuesto en el COd1¡;.o Fenal para el 
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comp1·ende: 

I. La restit~c1jn de la c~~1 ~btan1da Dot- el delito. ~ sino 

fuet•e posible. el pago del precio de la m1sm&; y 

11. La indemn1=ac16n del daño mete1·1al ~ moral caus~do a la 

victima o a su fam1l1a. 

Como se puede apt·ec1Jr de lo ante:; d.Lchc. e:n la fr.::.cc1on I I 

del articulo transcr·1~0, la repai-ación del daño comprende el daño 

material, que es el que de una m~nera directa o indirecta, afecta 

al patr1mon10. e);clus1vamente. y el daño moral que es el 

sufrimiento psiqu1co Pt'Ovoc.:ado por el delito en la pet•sona del 

ofendido. En cuanto ~1 d~Ro moral. algunos tr~tadistas dicen que 

no es posible su repa1·acion material, por que no es su~ceptible 

de: aprec1ac1on pecun1ari::i.; pero nosotros ct·eemos con1untamente 

con Eusebio Gome;: ciue "el daño moral también afecta al pat1·imonio 

impidiendole que se siga acrecentando'' (~4J o bien, lo disminuye, 

en >1trtud de que también, noso"tros consideramos, que aún cL1ando 

no es posible v~lor1:~1· pat1·imon1almentc a la ~1ct1ma del delito 

y medir las sat1sfacc1ones y goc:eE que ésta e~:perimentaba antes 

de cometerse el delito, y precisamente en ese caso podremos, sino 

devolver aquellos c;oc:es y sat1sfacc:1ones, si procurar que c:uent2 

cundo menos con las recursos necesarios para. procurarse nuevos 

goces y satisfaLcton~~, d~ ahi que por· su impo1·tan~1a 3ea digna 

de aplaud1t•se su 1nclus1on en nuest1·~ legislación. 

Pot• ott'a pa1·te, nos atr·eve1·iamoe a c:rit1c~t· lo dispuesto 

el Código F'enci¡ r:¡a1·a -:1 01::;tr·1to Federal en lo r·elat1vo a lo que-
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dispone en su articLtlo 31 que a la letra dice: 

"La reparación será fijada por los jueces, sei;iún el dano que 

sea preciso reparar, de acuerdo con las pruebas obtenidas en el 

proceso". 

Si el Derecho como premisa fundamental persii;iue Justicia, en 

lo que se refiere al último párrafo del articulo anterior es 

claro observar que ee injusto para la victima del delito, en 

virtud de que el inculpado demuestre su insolvencia o falta de 

capacidad económica, podrá dejar sin el goce y satisfaccionem que 

tenia con anterioridad al dalito la victima con el solo hecho da 

invocar el citado articulo Di es que se le obligara a la 

reparación dal dano en forma completa. Como ya axponiamo• en eata 

capitulo y para fortalecer m•• la idea da la creación da ·fonda• 

especialmente constituidos mediante al trabajo de lo• preso& 

debidamente or9anizado&, etc., mediant• esto seria la ~nica far•• 

en la cual •• podria reparar •l dano, si no en su totalidad por 

lo menos tratar de ser lo m•• justos posible en hacerla efectiva 

a la victima la restitución d•l QOCe y satisfaccion•• que tenia, 

claro está cuando •• trate de delitos •n los cuales el dano sea 

material y de •ate se afecta directamente el patrimonio. 

En cuanto a las personas que ast•n obligadas a reparar el 

dano, se encuentra lógicamente •l respon•able del delito, y los 

terceros, senalados en el articulo 32 de la Lay Penal vi;ente que 

son, los ascendientes, por los delitos de SU§ descendientes que 

se hallaran bajo su patria potestad; los tutores y les custodios· 
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por los delitos de los incapacitados que se hallen bajo su 

autoridad; los directores de internados o taller-es, que reciban 

en sus establecimientos disctpulos o aprendices menores de 16 

años, por los delitos que ejecuten estos durante el tiempo que se 

hallen bajo el cuidado de aquél los; los dueños de iampresas o 

encargados de negociaciones o establecimientos mercantiles de 

cualquiera especie, por los di:l i to!:: que cometan sus obreros, 

jornaleros, empleados, domésticos y at"tesanos, con motivo y en el 

desempeño de su servicio; las sociedades o agrupaciones por los 

delitos de sus socios o gerentes directores, en los mismos 

términos en que, conforme a las leyes, sean responsables por las 

demás obligacione""' qLte los segundos contraigan, e::ceptuándose la 

sociedad conyugal, en que todo caso cada uno de los cónyuges 

responderá con sus bienes propios por la repa1"ación del daño que 

cause, y el Estado, subsidiariamente, por sus funcionarios 

empleados. 

Por otra parte, nuestra ley dispone que tienen derecho a la 

reparac10n del daño el o·fendido; laos personas que siendo o no 

herederas, dependian económicamente del ofendido; y las que no 

dependian de él, pero que son sus herederas. 

Sobt"'e la decisión de considerar a la reparación del daño 

como una pena o como responsabilidad civil, nos remitimos a la 

fuente histórica del derecho penal, la cual nos enseña que se 

consideraba en la antiguedad que la pena y el resarcimiento del 

daño eran una misma cosa no e>:istiendo diferencia alguna, ~in 

embargo, el desarrollo cientifico de las ideas penales han dado 
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poi~ resultado su separación, siendo la Escuela Clásica quien no!::: 

la explica como dos cosas claramente distinta~. 

El presente problema ha sido estudiado por distinguidos 

tratadistas, quienes proporcionan diversas soluciones, pero están 

todos el los de acuerdo con la necesidad de que la 1~eparación del 

daño se haga efectiva verdaderamente, como lo es la pena, 

existiendo desacuerdo solamente respecto a las formas de hacer 

efectiva tal reparación. 

La Escuela Positiva eleva la reparación del daño a la 

categoria de sanción pública, e;.:19ible por medio de la acción 

penal en virtud de que considera pena y resarcimiento como dos 

cosas de consecuencias jurídicas del delito, y por lo tanto se 

deben comprender bajo un mismo denominador y además de •servir 

ambas como medios de lucha contra el delito para reali~ar una 

"función social. 

Henrri Ferri, el máximo exponente de la Escuela Positiva, nos 

dice que "la reparación del daño sufrido por las v1ctimas del 

delito, pueden ser miradas desde tres puntos de vista: 

I. Como obligación del ct"iminal con relación al ofendido. 

II. Como sanción substitutiva a la pena de tentativa poi"' los 

pequeños delitos cometidos por c:riminales de ocasión. 

III. Como función social que pertenecen al Estado, dentro del 

interés directo del ofendido, pero también dentro del interés 

indirecto y no menos importante de la defensa social'' (35). 

Más adelante nos dice, que él· no ve ninguna diferencia real. 

entre el p~go de una cantidad a titulo de multa o a titulo de 
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compensación, ademas de que 5e ha tenido el preJUlcio de separar 

los medio~ civiles de los punale5, los cuales a su modo de 

pensat·, debun concut•t•ir• Junto~ haEta el imoea1n1ento ae cierta~ 

acciones del ict1vas, logt•ando de esta m.:-ner.?i hacer menos tardada 

la liquidación de los daRo~ ~n los JUi~10~ cr·1m1nales y ter-mJn~ 

~firmando que 13 repelrc"tr.1ón dP-1 •jañu es una s.:\nctón pl~bl1Ci'.i 1 que 

debe ser demandada de oficio c:m.Juntamente en la acc1on penal, 

por el Ministerio F'ublico. 

La Escuela Clásica, por su pa1·te, nos dice que de la comisión 

de un delito nacen dos acciones, 

castigo del culpable, perjuicio 

oc.as1onado, eJerci tando la prirnera o sea la acción pública de 

castigar, la sociedad a través del Ministerio F"úblico, y la 

segunda ~cciOn, o sea la civil, corr·esponde a la pa1·te ofendida 

para obtener la 1·epa1·ac1on del dnñoª 

Alcala Zamora "afirma qLte la acción de resarcimiento del 

daño, es civil por su natLirale::a, en virtud de qL\e tiene los 

rasgos de las acciones civiles.. pue<:: es un det"echo potest.:-itivo 

frente al adversario t"enunc1able en todo momento, sobre el que 

cabe t1·ansacción, transmisible a los herederos del damnificado, 

ejercitable contra los del inculpado y a veces frente a los 

civilmente t"esponsab 1 es y frente a personas e>ientas de 

t~esponsabilidad criminal" c:.6>, de lo dicho deducimos, que no 

debe considerar la reparación del daño bajo el ca1·ác:ter de 

pena, pues ésta es personalisima y tiene poi· objeto readaptar al 

delincuente, mientr~s que el t•es~rc1miento 0$ t1·an5m1sible a loE 

54 



herederos y tiene por ob je'to resan:1r de un daño patrimonial 

moral, además de que la pena se apli.c:a independientemente de la 

volLmtad del ofendido, y, en cambio la reparacion del daño puede 

ser renunciada por este. En lo que respecta a la denunci~ de la 

1•eparac1ón que puede hacet• el ofendido por e! delito, nuestro 

COdiQo Penal para el Distrito Federal dispone en su at·tic:ulo 35, 

párrafo tercero, que ''si la parte ofendida r·enunciare a la 

reparación, el impot•te de ésta se aplicará al Estado". No estamos 

de acuerdo con lo dicho en el precepto señalado, en virtud de que 

consideramos que en ese caso, el Estado impone una doble sanc10n 

al cobrar la multa y adjudicarse el importe de la reparación del 

daño, elevada en nuestras leyes a la categoria de sancion 

pública. 

Concluiremos afir•mando que la Escuela Positiva eleva la 

reparación del daño a la categoria de sanción pública, que debe 

ser eni9ida de oficio por el órgano de acusación, -mientras que la 

Escuela Clásica sostiene que el t"esarcimiento es un~ 

responsabilidad civil, e}:igible a través de una acción de la 

misma naturaleza. 

Nuestro criterio es en el sentido de que, efectivamente, de 

una conducta delictuosa surgen dos acciones: La Penal y la C1v¡l, 

pero c:iue deben ser deducidas en el mismo proceso pues las bases 

de las mismas es el de 11 to, y su !!.epa rae iOn en dos proc:esos nos 

lleva a la posibilidad de motivar sentencias contradictorias, y 

además que habiendo nacido la- responsabilidad civil del 

inculpü.do, de delito. s1 se le reclama en la Jurisdicc1cn 
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civil, se le substrae de su JUe: natu1·al. 

2. Del analtsis que realizaremos en este apartado sobre nuestra 

le91$laciOn vigente, explicaremos las bases en q1..1e nos apoyamos, 

para sostener ~ue la reparación del daño es una responsabilidad 

civil que se debe eHi9ír por ur1a acción también c1vil. 

Nuestro COdi90 Penal vigente para el Distrito Federal, s19ue 

los lineamientos de la Escuela Posltiva, considerando en su 

articulo 29, que la t"'epara.ciOn del daño que deba hacer el 

delincuente tiene ei caracter de pena pUblica al formar parte de 

li\ sanción pec:un1aria., y por lo tanto deberá ser e~:i9ida. de 

oficio por el Ministerio Pablicc a través de la accton penal; 

pero cuando sea e>:19ible a te1"'ceros se reclamara por el ofendido, 

como responsabilidad civil, tramítándose en forma incidental .. 

Al comentar el Código de que hablamos, el maestro Gon:::ále: de 

la Vega nos dic:e que: "A la camis1ón redactora del C6di90 de 

1931, ~e planteó la cuestión de volver al s1stema del Código de 

1871, con la responsabilidad civ:il c:omo acción privada 

patrimonial, o de dar un paso tiac:ia 21.delante declat"ando de modo 

cate~6rico que la reparación del daño seria exclusivamente 

pUbl ica.. Se decidió por esto a sabiendas de que el sistema 

tendria el mismo inconveniente Cll.le el de 1871, o sea la 

insolvencia real o simL1lada del delincuente, untda a la incuri• 

del ofendido para e:dgir la reparac:1on. A este fin se creó un 

procedimiento adecuado par"a hacerla efectiva, análogo al 

referente a la multa, y se comprendió a ambas bajo 

denominación genérica de Sanción F·ecuniaria.. De conformidad con 



al Código, ésta comprende la multa y la reparación del daño, que 

forma parte de la pena pUb l ica; y en cuanto a la reparación 

e;:igible a terceras personas, de acuerdo con la Constitución, no 

les puede ser e>eigible sin Juicio en su contra se le considera 

con el carácter de responsabilidad civil, exigible mediante un 

incidente especialº <37). 

De lo dicho de nue!!ltro COdigo, desprendemos que los 

legisladores llaman a la reparación del daño Pena Pública, con lo 

que no estamos de acuerdo, pues se comete 1.m pleonasmo al afirmar 

tal cosa, ya que consideramos que basta con el sustantivo y por 

lo tanto no habia necesidad del ejecutivo. 

Aceptando que el resarcimiento del daño sea una pena, éste se 

debe e>:tinguir con la muerte del delincuente, lo cual no eucede, 

pues el articulo 91 de nuestro ordenamiento señala que la muerte 

del delincuente extingue la acción penal, asi como las sanciones 

que •e le hubieren impuesto, a excepción de la ·r•p~ración del 

daño, y la del decomiso de los instrumentos con que se cometió el 

delito y de las cosas que sean efecto u objeto de él; al 

raspec:to, aducimos que teniendo la reparaciOn el caracter de 

pena, se debe extinguir con la muert• del delincuente, pues al no 

suceder en esa forma, entonces se esta. violando el a1·ticulc 22 de 

nuestra Constitución, que establece en forma prec:isa y clara que 

las penas son_ estr"'ictamente personales, y que por lo tanto no son 

trascendentales. 

Al respecto, González de l;ti Vega nos argumenta que: "por. 

conside1·arse que desde el momento mismo de la comisión del 
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deuda e;:-de 11 to, 

11qu1dac1ón JUd10:.1~l de su importE:~ 

Los herederos del delincuente muerto~ rec:iben el caudal 

hereditario me1·mado por el crédito de los of~ndido~. E11 este 

supuesto, no puede considerarse a l~ reparac:1on del deño 1.:omo l.tné 

pena trascendental, prohibid~ por el a1·ttculo ~~ de nuest1·~ Car·ta 

11.;i.9na, oorQL1e la sanc:1ón no se aplica a los herederos.~ Ellos 

pagan }.a deL1da del de C.1,tYUS" C:Oi • 

Carranca ¡ TruJillo ot1·0 de lns comentaristas de nuestro 

Cód1.go, nos U1c.c '"1l r<?'!pectu~ ''La reparación del daño, por 

conet1tu1t• una dfruda ner·ed1t~1-1d~ g1·~va el haber ael de cuyus al 

pasa1· a sus suceso1·es'' ~~?l. 

Da lo dJcho pn1· tion~~le: 1J8 la ~Jaga / c~1·r·~ncá y TruJill~, 

cJeduc1mos la reparación del daño tiene el caracter 

esencialmente de civil, pues reconocen que el haber del de cuyus 1 

al morir, ya estaba du~m1nu1do por el c1~édito de los o'fendidos, o 

sH.., que 1.:1 repc.1·~"1.c1on e'.5 una 5anc:::10n c1v1l que se d1rt9e- en 

contra del patr·1monio del delincuente, y no contra 9U persona, 

pues se trata de una afectación pat~1monial establec1da a favor 

del otend1do, s1Fmdo é5te al p1·1nc1pa1 interesado en que se 

cumpla. 

El fln que persHJUlOse ='.\l elevar el t~esarc1m1ento del diilf;°o a 

l¿'\ cateqoria. de sanción pUblica, '"fue el de lograr 1...tf1c3 e1·ectiva 

t"'eparac:ión, aunque fuera parc1almente, lo cual no :a-.f":I ha 109t·adu~ 

porque en lo!\ mayoria de los c,01sos, comi-1 lo prueban las 
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e~taoi~ticas y la práctica JU01cial, los t1•ibunale~ tlenen que 

absolver a los lnculpados por el pago de la reparacion, er. d.sta 

de l~ falta de p1·uebas en qué funda1·1a. además de qu~ el 

Min1ster10 Público al e::igirla de oficio, no t1ene verdaderamente 

~1ngún intet·és en que se resat·=a del da~o a la vlctima del 

d•l1to, y por lo tanto 1 raro es aquel funcionario del Ministe1·10 

F'úbl ice que preocupa por reLmir las pruebas para lograr l.::. 

efectiva reparación del daño. 

En cuanto a la reparación del daño e:;ig1ble a terceros, ya 

piet•de su carácter de pena, al decir el Código Penal para el 

Distrito Federal que se deberá reclamar por el ofendido como 

responsabilidad civil, a través de un incidente, a qL1ienes estén 

obligados a reali:ar tal resarc1m1ento. Al decir ql.le la 

1·eparación del daño es una pena, y nuestros legisladores han 

cometido un error, pues es imposible reducir a una sola esencia 

dos sanciones la penal y la civil, que tiene cada una su propi~ 

naturale:::a y todavia van al.'.ln más lejos, c1,.1ando tratan de c:o1•rec;!1 .. 

su error diciendo que: Cuando la reparac10r. deba e::191rse a 

terceros tendrá el carácter de responsabilidad ci vi 1, at·t iculo 29 

del Código Penal para el Distrito Federal, incurriendo en otra 

falta mayo1·, pues s1 es et•t•óneo Afirmar que una cosa es lo que no 

es, mayor es el error de cons1derar que una cosa es y no es al 

mismo tiempo, de acuerdo con sus particulare;: conven1enc1as. 

Por r1uestra parte, estamos de acuerdo con el legislador en el 

sentido de que se procure un medio adecuado para lograr una. 

1?fQct1va reprJ.t"aCtt;jn del daña, p~r·o donde no e5t.:-1mo:; de acuerdo es 



eÍI el hecho de aue se pre'tcncta a,1 ter.ar la natl.wa.Le::a mit:ima de la 

obligacion, para lograr tal comet1do. 

Por c:onsi9uiente, concluimos afirmando c:ateyór-ic.:amr:nte que el 

'.;;-,J.cc, qL1c: debe e>:ig-1r la reparaciOn del daño, a tt"·•vés de un 

incidente y por med10 de la accion de responsabilidad civil, es 

el ofendido e quien ten9• derecho ~ rec:lamaP"'lo, y en todo caso, 

cuando el par"ticular no lo reclame, pot'· injuria, puede intervenir 

el Ministerio Público come substituto procesal del ofendido. 

S:l Códi90 de F'roc:edirnientcti Penales pat"a el Distrito Feder•al, 

establece en su articulo 2o~ fracción te1•cera, qua al Ministerio 

Pdblicc corresponde ejercitar la acción penal, dentro de la que 

se comprende la reparación del daño, o sea que la pide de oficio, 

pudiendo constituirse "" coadyuvan ta el ofendido para 

justifica1·la como de acuerdo con lo que dispone el articulo 9 del 

citado ordenamiento al decir que la persona ofendida por un 

d•lito, pcdr• poner a disposición de} Ministerio Póblico y del 

JU&Z instructor todos los datos que condLt?.c:an a a!5tablec:ar la 

culpabilidad del acusado y a Justificar la reparac:iOn del darte, 

por lo que qu•da plenamente •stAblecido, que se le considere 

~o•dyuvante dal Ministerio Püblico •n la acción penal. 

Entre otros derechos que se establecen en el mismo 

ordenamiento, a favor del ofendido. se wncuentran el de ser 

rest1tu1dos por el tribunal en el goce de sus derechos t¡Lle estén 

plenamente justificados, articulo 28; también fundándose en el 

articulo 35, una vez dictado el auto de iot'mal prisión y t:uando 

haya temor fundado de ql.1e el obl19ado a. la reparac:ion del daño 
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oculte o enajene los bienes en que se deba hacerse efectiva dicha 

t"eparaciOn bastando entonces la solicitud del Ministerio F'Ublico 

o del ofendido para que en forma precautoria se embarguen bienes 

sufici•ntes. Sin embargo, podemos •ducir sigui•ndc al m•estro 

Julio Acaro "es claro que el mismo •utc de pri•iOn basta para 

formar el temor de ocultamiento de bi•nes y deberla constituir 

por ei solo la prueba de la conveniencia del asegu1·amiento, 

porquv casi ning~n proc•s•do •n t•n seria situación y •men•za de 

condena, declaración formal de encarcelamiento, ccmprobac1ón del 

d•lito y de la presunta responsabilidad, etc., dejat"á de evadir 

•n lo postbl• l•• cons•cuenci•• a que claramente se ve e><puesto 

no sólo •n au person• sino •n su patl""imonio y de hecho muy pocos 

d•Jan da oponer y a1.:in aimul.ar su insolvenci.i" (40>. 

Los articules 70, 360 y 379 del Código en cuestión disponen 

que pued•n compat"ecer en la audiencia los ofendidos, y alegar lo 

que • su derecho convenga, an l•s mismas condiciones que los 

d•fensorae, igualmente el ofendido debe ser notificado de todas 

1•• rvaolucione!a apelables, teniendo derecho a apelar, según lo 

dispone el articulo 417, respecto a la acción reparadora. 

Finalmente, el articulo S33 le da el carácte1· de actor a sea de 

part• en la recl•mación de la responsabilidad civil e>:igible a 

terceros. 

De lo anterior se desprende que nuestro Código minim1::a la 

actuación del ofendido en el pt"oceso, con lo que no estamos de 

acu•rdo, pues al dejar en manos del Ministerio PUblico la acción 

penal, asi como la reparación del dano, lo erigen en <~w9anc 
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absoluto, deJando al ofendido en la imposibilidad de obtener la 

repara.c:ión del daño del que 1ue victima y al que ligitimamente 

t1ene derec:ho. 

Por lo tanto, proponemos que se determine en nuestras leyes 

penales la participación del ofendido por el delito, como 

coadyuvante del Ministerio Público, limitando su intervención 

como parte civil, al solo objeto de obtener el resarcimiento del 

da.ño causado por el delito; a quienes cu"gumenten en contt"a. 1 

diciendo que lo propuesto supone un residuo de venganza pr1vada, 

les contestamos haciendo nuestras las palabras del maestro Alcala 

Zamora que; "revela inc:ongruenc:ia. considerar que supone un 

residuo de vengan::a privada la conducta de quien, autori::il.do por 

la ley y dentro de sus cauces renuncia precisamente a tod~ 

Actitud de venganza y se limita a pedir a un tercero imp•rcial, 

el juez, que aplique al delito el castigo pertinente" (41). 

3. La poatur• qu• adoptan otras legislaciones proces•l•s p•n•l•a, 

••gún el maestro Alcalá Zamora, nos llevan a reducirlos • l•&. 

siguientes familias de COdi9os1 

a> "Familias puras: seguidores del COdi90 para el Distrito 

Federal de 1931: Nayarit y Baja California (adoptado), Queretaro, 

Nuevo León, Guerrero, Chi•pas, Co•huila, Durango y Colima. 

b) Seguidot"es del Código Fedet"al de 19341 AQuascalientes, 

Guanajuato, Mé>dco, More los, S1naloa, Sonora, Tamaulipas, 

Tla>ical a, Tabasco, San Luis Potosi, Oaaaca, Zacatecas, Baja 

California Norte y Verac:ruz. 

c> Código de Jalisco. 
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d~ Código de M1choaca~. 

e) Código de Yuc:atán y Puebla'' <4~). 

En cuanto a c:Od1gos mesti:os o sea una comb1nac1ón del Código 

del Distrito y el Fede1•al, tenemos el de Ch1huahu~, que contiene 

dentro de sus d1spos1ciones más del FEder~l que del Distrital y 

el Código de Campeche Que se encuentra equi lib1~ado. 
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PREFACIO A LAS CONCLUSIONES 

11 Las legislaciones modernas" -dijo un sudamericano, "no 

podrAn progresar sino introduciendo los principios cienttf ic:os. 

HaGta ahora ellos no se han infiltrado sino por la5 9rietas de 

los Códigos. Ninguna reforma fundamental se intenta todavta. La : 

condición especial de las naciones jóvenes hace presentir que en 

alc;,una de ellas tendrá lugar el sacudimiento definitivo de las 

arcaicas ba~es juridic:as. Las naciones europeas tienen como 

petrificado la 05atura de eu derecho porque soportan el yu90 de 

tradiciones y rutinas seculares". 

La t"enovacíOn-conf irmaba Ingenieros-, será la obra de hombres 

Jovenes en paises jóvenes. 

Todo esto se escribió antes de que las crisis de la 

postguerra y la enorme reali:::ac:ión !iOViétic:a, abrieran ancho 

cauce a las más trasce:ndentales e::per1encias. iniciadas apenas 

por nosotros. 
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Efectivamente, la ignorancia y la tradición, el apego a las 

formas y a la letra han hecho de nuestro Procedimiento una rutina 

estéril, hueca y momificada. Ojala que el estudio de tantos de 

sus intaresantisimos problemas, unido a la mejor acciOn en los 

campos sociales, puede contribuir a· vivificarlo y tr~nsformarlo, 

elevandolo hacia su m&s humano y fecundo porvenir (43). 
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CONCLUSIONES 

Las conclusiones que debemos derivar del presente trabajo son 

las siguientes: 

PRIMERA.-

Para que el Estado pueda castigar las conductas 

consideradas como delictivas, debe ser a través de un proceso en 

el que se cumplan las formal ida.des establecidas en la& leyes del 

procedimi•nto. 

SEGUNDA.-

D• acuerdo con los principio• doctrinarios y lo 

e•tabl•cido en nuestra legislación sólo tiene el car~ctar de . 
parte •n el proceso penal el inculpado y el Ministerio Público. 

TERCERA.-

Para que el Estado pueda aplicar la Ley Penal al 

caso concr-eto debe promoverse previamente ante el órgano 

jur1sdicc1onal la acc10n penal por el Ministerio Público 

cumpliendo previamente las condiciones minimas señaladas en el 

articulo 16 Constitucional. 



CUARTA.-

El eJerc:ic:io de la acción penal corresponde de 

manera e>:clus1va al Estado, el c:Llal eJerc1ta a través de la 

Institución del Minister~10 Público, con e::c:epción de los casos 

señalados en la Const1tución Politic:a de Mé:;ico. 

QUINTA.-

Debe corresponder de manera. enclusiva al Ministerio 

Pübl1co, con eucepciOn de los casos senalados, el ejercicio de la 

acc:1ón penal, porque cons1deramos que el JLtspuniend1, a.si como la 

titularidad de la pretensión punitiva pertenecen al Estado y por 

lo tanto debe ser un órgano pL\blico quien ejercite la acción 

correspondiente para hacerlos efectivos. 

SEXTA.-

Debe consagrarse por nuestros laQisladores un medio de 

control e>:terno del ejerc:1cio de la acción penal, porque al medio 

de control interno a través del superior jerarquice que riQ• no 

representa ninguna g:arantia para quien reclama el ejercicio de la 

acción penal, y por otra parte la Ley de Responsabilidades no 

tiane ninguna aplicación efectiva. 

SEF'TIMI'.. -

La posición de la victima u ofendido del delito con 

relación al obJeto pr1nc1pal del proceso se deo~ 11m1tar· a l~ d~ 

simple tercero .. 
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OCTAVA.-
/~~·¡, 

J),- °'ili.J.., 
,...,- ,. . d1,., 

Nuestra legislación eleva la reparación díi:!i;:·: daifó/cu.ando 
-rl,t,¡ l/J.'i:;_. 

sea exigible al inculpado, a la categoría de sanción ~~9,~~(~a 
-1~~-

enigible de oficio por el Ministerio Público por medio de. la 

acción per.al. 

NOVENA.-

Consideramos que debe suprimirse de los Códigos vigentes 

los preceptos que disponen que la reparación del daño se exige 

por la acción penal, en virtud de que en la practica es 

inoperante y, por otra parte se atenta en contra de la naturaleza 

misma de la reparación del daño. 

DECIMA.-

Cuando tenga det'echo a reclamar la reparación del daño y 

no la haga por ignorancia o pobreza deberA deducirla •l 

Ministerio Pllb l ice como substituto procesal. 

DECIMA PRIMERA.-

La reparación del dano debe exigirse ~nicamente 

como responsabilidad civil, a través de un incidente debiendo 

ejercitar dicha acción civil, el ofendido o victima, el 

Ministerio Póblico de oficio en el caso citado en el punte 

.anterior, o quien tenga derecho a el la, quienes podrán deducirla 

contra el obligado a resarci1'la o cont1~a los tet'ceros obligados ¿, 

tal resarcimiento. 
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DECIMA SEGUNDA.-

La intervención de la victima u ofendido del 

delito en el proceso penal se debe lim1tar únicamente con el fin 

de obtener la repar~Ción del dañ"o. 

DECIMA TERCERA.-

Que se establezcan en nuestra legislación las 

medidas precautorias a.dec:uadas para ase9urarle al ofendido el 

pago de l• reparación, pudiendo cubrir el responsable el importe 

en forma periódica cuando no cuente con los medios ec:on6m1cos 

necesarios para liquidarla &n su totalidad y de inmediato. 
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